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Como hemos podido ver, la escasez de viviendas gestionadas por promotores públicos genera la 
sensación de falta de utilidad de los Registros Municipales de Demandantes de vivienda Prote-
gida (RMDVP). El elevado número de personas inscritas frente a la pocas ofertas de adjudicación de 
los promotores públicos es una constante en los informes recibidos por los gestores de estos Registros. 

A modo de ejemplo, en la queja 23/4114 se pone de manifiesto que en el pasado fue desahuciada 
de una vivienda libre con la que tenía suscrito un contrato en régimen de alquiler, pero que la falta 
de pago de las mensualidades provocó la demanda por reclamación de rentas y el abandono de la 
vivienda por su parte. Nos explica la situación en la que se encuentra compartiendo el domicilio de 
su madre, en condiciones bastante difíciles para todos los miembros de esta familia. 

En la información aportada en el expediente se constata que hay “multitud de familias a las que, 
aún teniendo realizados todos los trámites de información, asesoramiento, gestión y/o derivación 
de recursos por parte de los servicios sociales, continúen sin vivienda protegida puesto que no hay 
apenas ofertas de ellas”. 

Un parque público de viviendas, que además de escaso, está conformado por viviendas antiguas de 
mala calidad y sin accesibilidad, que necesitan actuaciones de rehabilitación. 

En la queja 22/5999, tramitada en este año 2023, nos pusieron de manifiesto que es titular de una 
vivienda pública que tiene numerosos problemas en el baño en las ventanas y con humedades en 
varias habitaciones sin que el operador público titular de la vivienda acceda a solucionar estos des-
perfectos. Que carece de recursos económicos para hacerlo con sus propios medios, estando enferma 
y con una discapacidad, por lo que esta situación le afecta en su vida diaria.  

Por su parte, en la queja  23/2231 nos trasladaba problemas de accesibilidad. La promotora, reside 
en una séptima planta sin ascensor de un edificio de viviendas protegidas desde hace más de 30 
años, está enferma, vive sola y no puede realizar tareas diarias como subir la compra. Una situación 
que que también dificulta que la atiendan cuando llama a la ambulancia por lo que nos pide ayuda 
para un cambio de vivienda o una solución para sus problemas de aislamiento y facilitar su salud. 

A las distintas dificultades antes expuestas se le suma los problemas derivados por no respetar nor-
mas básicas de convivencia o por situaciones de violencia no resueltas. 

Ilustra algunas de estas situaciones la expuesta en la queja 23/4010 que nos relata los ruidos que oca-
sionan los vecinos del piso colindante a su vivienda, impidiendo el descanso a su familia y en especial 
a sus dos hijas pequeñas. Una situación que ha desencadenado un grave problema de convivencia y 
que a pesar de haber requerido la intervención del Ayuntamiento como propietario de las viviendas, 
no solo no se ha resuelto sino que ha empeorado. 

En otras ocasiones, cuando las viviendas gestionadas por un operador público se encuentran en 
edificios mixtos requiere intervenciones eficaces a los efectos de minimizar los efectos sobre el resto 
de propietarios e impedir situaciones de rechazo a familias vulnerables. 

Es el caso de lo expuesto en la queja 23/3677 en la que una vecina de un bloque en el que reside nos 
trasladaba que desde que una administración adquirió uno de los pisos para destinarlo al alquiler, 
la familia adjudicataria les ha ocasionado una serie de perjuicios que ha transformado sus modelos 
de vida. 

Un piso situado en una comunidad de vecinos pequeña, en el que ha aumentado la suciedad, en-
ganches en los contadores de agua, impagos de cuotas de comunidad, ruidos permanentes, etc. Si-
tuaciones que les tienen agotados, habiendo perdido la esperanza en normalizar la convivencia. 	    

2.1.4.2.1.2.4. Las órdenes de lanzamiento: el último recurso al que acudir

Pero quizá lo que más impotencia ha generado a esta Defensoría han sido las quejas en las que 
se nos pedía ayuda ante lanzamientos de familias con una gran precariedad económica y en 
ocasiones con hijos a cargo o afectando también a personas mayores. 
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Así en la queja 23/7664, nos traslada que reside en un municipio costero de la provincia de Málaga, 
que desde hace meses se le ha ejecutado el lanzamiento de la vivienda en la que residía, “relata vivir 
con unos ingresos de menos de 400 euros mensuales, provenientes de unas clases on-line, que 
proporciona de precaria manera” y padecer un cáncer por el que necesita cuidados”. Manifestaba 
sentirse impotente ante la situación en la que se encuentra, sin recibir respuestas desde los servicios 
sociales comunitarios de su municipio. Se le ha pedido informe al Ayuntamiento.

En la queja 23/1896 la interesada, de 77 años de edad, nos traslada su preocupación por el procedi-
miento judicial de desahucio, por ocupación en precario de una vivienda de la entidad Sareb. Refiere 
que no dispone de ingresos suficientes para acceder a una vivienda de alquiler por su propia cuenta, 
que está inscrita en el Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida y que los servicios 
sociales comunitarios conocen su situación y han emitido informe de vulnerabilidad dirigido al juz-
gado, si bien no cuentan con alternativa habitacional para cuando se ejecute el lanzamiento. 

Solicitado información al Ayuntamiento donde reside nos trasladó que se ha emitido Informe Social 
al Juzgado evidenciando su situación de vulnerabilidad y que de “forma paralela y/o transversal 
a lo anteriormente referido, se ha remitido a la familia a la Oficina de Defensa de la Vivienda, a 
la Oficina de Intermediación Hipotecaria, a la Oficina de Vivienda Municipal para su inscripción 
como demandante de Vivienda Protegida, requisito indispensable para poder acceder a viviendas 
sociales..”. Unas actuaciones que propiciaron la suspensión del lanzamiento de su vivienda, prevista 
para el mes de mayo, estando su expediente en proceso de revisión por SAREB. 

En otras ocasiones, la precariedad económica suele verse agravada por situaciones que pueden 
llevar a la vulnerabilidad extrema.

Es el caso de la situación puesta en conocimiento por la promotora de la queja 23/5246 en la que 
manifiesta que antes de la crisis de 2008 tenían un piso en propiedad con préstamo hipotecario y 
que como consecuencia de la pérdida del trabajo dejaron de pagar. Que una vez embargado se les 
ofreció en la entidad bancaria quedarse en alquiler, cuestión que pudieron hacer dado que contaban 
con el salario social. La pérdida de esta prestación y la enfermedad del marido les impide encontrar 
empleo, por lo que están en una situación complicada dado que siguen teniendo un hijo a cargo. 
Han acudido a los distintos recursos públicos de la ciudad de Córdoba sin que se les haya dado res-
puesta a su situación. 

Quejas que nos trasladan problemas enquistados en largos procedimientos judiciales, que requieren 
intervenciones con los Servicios Sociales Comunitarios en relación a conocer las prestaciones de las 
que pueden ser objeto estas familias y la disponibilidad de vivienda protegida de las que dispone el 
municipio en cuestión.  

2.1.4.2.1.3. Segregación residencial 

2.1.4.2.1.3. 1. Barriadas de promoción pública

Como Institución garante de derechos, venimos analizando la desigualdad social entre personas que 
tienen diferentes niveles de renta, a las que se unen otras causas que pueden ponerlas en situación 
de  riesgo. Una realidad que se proyecta a nivel socio-espacial en muchas ciudades de Andalucía, 
especialmente en las capitales de provincia y que se ha radiografiado cartografiando estas variables 
que traducen “el comportamiento espacial dentro de Andalucía”. 

Hablamos de ciudades como Almería, Granada o Sevilla donde se encuentran grandes dificultades 
en función de las zonas donde se resida, teniendo los peores indicadores barrios como el Puche en Al-
mería, la Zona Norte en Granada o el Polígono Sur en Sevilla, entre otros de las mismas características.  

Todos ellos conformados por viviendas de promoción pública cuyo origen responde a la necesidad de 
dar respuestas a una población empobrecida que como consecuencia de distintos factores necesi-
taba una vivienda con carácter de urgencia. Todas ellas se situaron en el extrarradio de las ciudades, 
rodeadas por barreras físicas que las aislaban de la ciudad, vías rápidas, ferrocarril, polígonos indus-
triales, etc. Una situación geográfica que contribuye a aumentar los factores de exclusión. Además 
de otras carencias de equipamientos públicos, servicios básicos y seguridad.
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